El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente.  El contenido total y fiel debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Auto 2ª Instancia – 30 de agosto de  2018

Radicación Nro. :
66001-31-10-001-2015-00465-01
Proceso:

Filiación extramatrimonial  y otro
Demandante: 

Juan Alberto Peláez Madrid y otros
Demandado:

Ana González de Buriticá y otros
Magistrada Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos
Temas:


RECURSO DE CASACIÓN -ARTÍCULO 340 DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO-/ REQUISITOS/ LA CUANTÍA NO SUPERA EL VALOR ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 338 IBÍDEM/ DENIEGA.

Para determinar la cuantía del agravio, solo cuenta el proceso con la copia de la escritura pública No. 6202 del 18 de diciembre de 2013, otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira, por medio de la cual se protocolizó la partición y adjudicación de los bienes del ya referido causante
, en la que se denunció como activo liquido partible la suma de $1.236.558.000, de los cuales, la señora Ana González de Buriticá recibió el 50% por concepto de gananciales; es decir, $618.279.000; el porcentaje restante, representado en igual suma, que constituye la herencia, se distribuyó entre los señores Martha Lucía, Patricia Elena, Carolina María y Luis Fernando Buriticá González; a cada uno de los tres primeros correspondió la suma de $151.569.750 y $163.569.750 al último.

(…)
Tampoco se arrimó, dentro de la oportunidad legal, un dictamen pericial que permitiera emitir conclusiones diferentes sobre el valor de la cuota que a cada actor le ha podido corresponder como herencia, de haberse reconocido efectos patrimoniales al fallo recurrido, ni para demostrar la cuantía de los demás aspectos que reclaman por los conceptos atrás señalados.

4. Por tanto, como el salario mínimo legal vigente se estableció para este año, por Decreto 2269 del 30 de diciembre de 2017, en $781.242 y mil de esos salarios equivalen a $781.242.000, puede concluirse que el interés de los demandantes está por debajo de la cuantía mínima para ese efecto.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL FAMILIA

Magistrada Sustanciadora: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, agosto treinta (30) de dos mil dieciocho (2018)

Expediente No. 66001-31-10-001-2015-00465-01
De acuerdo con el artículo 340 del Código General del Proceso, se decide en Sala Unitaria lo relacionado con la concesión del recurso de casación que interpuso la parte demandante contra decisión contenida en la sentencia de segunda instancia, proferida en el proceso de filiación extramatrimonial  y petición de herencia que propusieron los señores Juan Alberto Peláez Madrid y Adelaida Isabel Madrid contra los señores Ana González de Buriticá, en calidad de cónyuge del causante Juan de Dios Buriticá Gómez,  Carolina María, Martha Lucía, Patricia Elena y Luis Fernando Buriticá González como herederos del mismo causante, y al que se acumuló el de impugnación de la paternidad, propuesta por el primero contra el señor Arody Peláez Delgado.

A N T E C E D E N T E S  

1. El Juzgado Primero de Familia de Pereira dictó sentencia el 27 de julio de 2017. En ella se accedió a las pretensiones de impugnación de la paternidad; declaró a los demandantes hijos  del causante Juan de Dios Buriticá Gómez, pero negó el reconocimiento de la vocación hereditaria y de los efectos patrimoniales de esa filiación extramatrimonial.

2. Inconforme con la última decisión, el vocero judicial de los demandantes la apeló. 
3. El pasado 30 de julio se dictó sentencia de segunda instancia, en la que se confirmó la de primer grado; los demandantes interpusieron entonces recurso de casación contra esa providencia.
Para resolver,  S E   C O N S I D E R A   :

1. De acuerdo con el artículo 334 del Código General del Proceso, el recurso de casación procede contra las sentencias de los Tribunales Superiores, pronunciadas en segunda instancia, en toda clase de procesos declarativos; el 337 exige formularlo dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la sentencia y no permite hacerlo a quien dejó de  apelar la sentencia de primer grado, cuando la proferida por el tribunal hubiese sido exclusivamente confirmatoria de aquella. 

El artículo 338 de la misma obra dice que si los pedimentos son esencialmente económicos, el medio de contradicción se abre paso cuando el “valor actual de la resolución desfavorable al recurrente sea superior a un mil salarios mínimos legales mensuales vigentes (1000 smlmv)…”, excluyendo de dicho factor los fallos dictados en las acciones populares y de grupo, así como los relacionados con el estado civil.

Y de acuerdo con el 339, cuando sea necesario fijar el interés económico afectado con la sentencia, su cuantía deberá establecerse con los elementos de juicio que obren en el expediente, pero si el recurrente lo estima necesario podrá allegar un dictamen.

2. En este caso, el agravio que sufrieron los demandantes con la sentencia objeto del recurso de casación, se traduce en el valor de los bienes a los que consideran tienen derecho como herederos de su padre extramatrimonial Juan de Dios Buriticá Gómez y cuya restitución pretenden con la acción de petición de herencia y que fueron adjudicados a los demandados en filiación extramatrimonial. Además, en el del aumento y de los frutos naturales y civiles que hayan percibido desde cuando se les notificó la demanda y hasta su restitución material; el de las indemnizaciones por los deterioros que por hecho o culpa de los demandados hayan sufrido las cosas relictas, en las cantidades que resulten probadas en el proceso o que se concreten conforme al artículo 308 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se formularon las demandas que luego se acumularon.
3. Para determinar la cuantía del agravio, solo cuenta el proceso con la copia de la escritura pública No. 6202 del 18 de diciembre de 2013, otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Pereira, por medio de la cual se protocolizó la partición y adjudicación de los bienes del ya referido causante
, en la que se denunció como activo liquido partible la suma de $1.236.558.000, de los cuales, la señora Ana González de Buriticá recibió el 50% por concepto de gananciales; es decir, $618.279.000; el porcentaje restante, representado en igual suma, que constituye la herencia, se distribuyó entre los señores Martha Lucía, Patricia Elena, Carolina María y Luis Fernando Buriticá González; a cada uno de los tres primeros correspondió la suma de $151.569.750 y $163.569.750 al último.

En el haber hereditario es en el que hubiesen tenido participación los demandantes, como hijos del difunto. Por tanto, de distribuirse entre seis de ellos, el derecho de cada uno sería de $103.046.500. 
La cuantía de los demás derechos que reclamaron no se estableció en el proceso y ni siquiera se señaló en los escritos por medio de los cuales se promovieron las acciones. 
Tampoco se arrimó, dentro de la oportunidad legal, un dictamen pericial que permitiera emitir conclusiones diferentes sobre el valor de la cuota que a cada actor le ha podido corresponder como herencia, de haberse reconocido efectos patrimoniales al fallo recurrido, ni para demostrar la cuantía de los demás aspectos que reclaman por los conceptos atrás señalados.
4. Por tanto, como el salario mínimo legal vigente se estableció para este año, por Decreto 2269 del 30 de diciembre de 2017, en $781.242 y mil de esos salarios equivalen a $781.242.000, puede concluirse que el interés de los demandantes está por debajo de la cuantía mínima para ese efecto.

5. Así las cosas, se negará la concesión del recurso. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil Familia,

R E S U E L V E     :

Denegar el recurso de casación interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante, contra la sentencia proferida por esta Sala el 30 de julio del año en curso.

Notifíquese y cúmplase,

La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


Magistrada ponente

AC3906-2017

Radicación n.° 11001-02-03-000-2017-00589-00

Bogotá D. C, veinte (20) de junio de dos mil diecisiete

(2017).
ESTE AUTO ESTÁ EN UNA CARPETA  DE AGOSTO CON EL NOMBRE DE CASACIÓN. FORMATO PDF, MAS CONFIABLE PORQUE ESTE TOCÓ ESCANEARLO.
Decídese el recurso de queja interpuesto por la parte demandante frente al auto de 2 de diciembre de 2016, proferido por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Civil-Familia, mediante el cual se denegó el recurso extraordinario de casación formulado contra la sentencia de segunda instancia, en el proceso declarativo de Jhon Fabio Piedrahíta Ramos contra Ana Mercy Ramos de Piedrahíta, Jorge Mario Vélez Giraldo, Alexander Octavio Velásquez Gallego, Gloria Inés Vélez Giraldo, Yamiled Agudelo Agudelo y Martha Isabel Acevedo Castaño.

ANTECEDENTES

1. El demandante pidió que, previo reconocimiento de su vocación hereditaria en la sucesión de Hermán Antonio Piedrahíta Ramos -su hermano-, por transmisión de su padre Ahicardo Piedrahíta V., se rehaga la partición; se deje sin efecto la adjudicación de toda la herencia de aquel a Ana Marcy Ramos de Piedrahíta, quien debe restituirle los bienes que se adjudiquen a él «como cuota hereditaria», así como pagarle los frutos naturales y civiles desde que falleció Ahicardo Piedrahíta «todo en relación con lo que cupiere en el derecho» de él. También que se ordene a los terceros restituir

los predios que compraron a Ana Marcy, pagarle perjuicios por $60'000.000, se dispongan las cancelaciones y demás pronunciamientos consecuentes. 

Como fundamento expresó, en resumen, que del matrimonio de sus padres Ahicardo Piedrahíta y Ana Marcy Ramos, nacieron siete hijos. Fallecido su hermano Hermán Antonio el 3 de febrero de 1987, los bienes se adjudicaron a ambos padres, mediante sentencia que no fue registrada. Después de fallecer Ahicardo, la última volvió a tramitar proceso de sucesión del hijo común Hermán Antonio, en la Notaría 1 de Pereira, y se hizo adjudicar todos los bienes, de los cuales vendió algunos a terceras personas. 

2. Surtida la primera instancia, en que se opuso la parte demandada, el Juzgado Promiscuo del Circuito Apía (Risaralda) denegó las pretensiones, mediante sentencia que confirmó el Tribunal Superior de Pereira de 6 de septiembre de 2016 (folios 25 y ss. de las copias remitidas). 

3. Formulado el recurso de casación por el actor (folio 41 ibídem), el Tribunal lo denegó por no acreditarse la cuantía del interés, como dispone el artículo 338 del CGP, pese a que requirió a aquel para presentar un dictamen pericial, pues la controversia versó sobre una materia esencialmente económica, y no situaciones del estado civil.

4. En los recursos de reposición y queja subsidiaria que formuló, el actor anotó, en síntesis, que para fijar el menoscabo por la denegación de las pretensiones, debe incluirse «la realización del trabajo de partición en la sucesión del señor Hermán Antonio..., el valor de los frutos civiles y naturales dejados percibir, y pago de los perjuicios ocasionados por los terceros ocupantes de la herencia».

Agregó que la demanda es sobre toda la herencia, por ser él «el único heredero reclamante que está demostrando un igual o mejor derecho», y pidió que todos los bienes vuelvan al patrimonio de la sucesión. Por eso, pese a no presentarse un peritaje, hay elementos de juicio para determinar el valor de esos bienes, como el citado trabajo de partición, e igualmente el avalúo del perito en el periodo probatorio del proceso, lo solicitado en la demanda como frutos, y por perjuicios. 

5. El magistrado de segundo grado ratificó la negativa de casación y ordenó tramitar el de queja, por estas razones: 

a) de las pretensiones tasadas en $150*000.000 por frutos y  $60'000.000 por perjuicios, no emana el monto equivalente a mil salarios mínimos legales mensuales; b) si se aceptara la partición en la sucesión de Hermán Antonio Piedrahíta, no serviría, porque el activo fue de $13*606.850 y el pasivo de $17'500.000; y c) el dictamen del proceso tampoco ofrece certeza, porque avaluó los bienes en $587*343.600, mientras que la demanda se reclama lo que obtendría el demandante, que no es toda la herencia, pues tendría que concurrir con su madre Ana Marcy Ramos, de manera que a cada uno sólo corresponderían $293.671.800.

Agregó que de sumar esto último con los valores del «activo sucesoral objeto de partición», de los frutos y perjuicios, que se alegan, el monto iría hasta $517'278.650.

6. Surtido el traslado de esta queja, la parte contraria guardó silencio.

CONSIDERACIONES

1. Es asunto pacífico que el problema de procedibilidad del recurso de casación, planteado por medio del de queja que ahora ocupa la atención de la Corte, debe resolverse con las reglas del Código General del Proceso, visto que aquel remedio procesal fue instado en septiembre de 2016, esto es, cuando había entrado en vigencia aquel, según la regla de efecto general inmediato de la entrada en vigor de las leyes, acogidas en las pautas de transición traídas en los artículos 624 -que modificó el 40 de la ley 153 de 1887-, y 625,

numeral 5o, del referido estatuto procesal. 

El mismo principió a regir el Io de enero de 2016 (artículo Io del acuerdo PSAA15-10392 de 2015), y los recursos se gobiernan por las reglas en uso cuando se presentan, acorde con las antedichas normas. 2. Precisado ese tópico, es inviable el recurso de queja tendiente a que se conceda el de casación, pues el tribunal denegó el último por faltar el requisito del interés económico exigido por los artículos 338 y 339 del Código General del Proceso, decisión inmune a las razones del quejoso, que no logran precisar la cifra prevista para esos efectos. 3. Para comenzar, la nueva codificación consagró, en el citado artículo 338, que si las pretensiones debatidas son «esencialmente económicas», el recurso de casación es viable «cuando el valor actual de lp resolución desfavorable al recurrente sea superior a un mil sálanos mínimos legales mensuales vigentes...».

A su turno, en el precepto 339 cambió el método para determinar el justiprecio de ese interés1, comoquiera que desechó las reglas sobre decreto de un dictamen cuando no estuviese determinado, que consagraba el artículo 370 del anterior Código de Procedimiento Civil, y en cambio fijó unas pautas expeditas y simples tendientes a una determinación pronta, al establecer que cuando para la procedencia del recurso «sea necesario fijar el interés económico afectado con la sentencia, su cuantía deberá establecerse con los elementos de juicio que obren en el expediente. Con todo, el recurrentepodrá aportar un dictamenpericial si lo considera necesario, y el magistrado decidirá de plano sobre la concesión».

Quiere decir, pues, que el quantum para ocurrir al remedio extraordinario debe fijarse «con los elementos de juicio que obren en el expediente»; o expresado con otras palabras, con los factores de convicción que estén presentes en esa ocasión, sin perjuicio de que el recurrente, si lo estima oportuno, pueda allegar una experticia al interponer el recurso de casación.

4. Esas pautas se aplican en esta actuación, porque se trata de una contienda por derechos sucesorales, de evidente contenido patrimonial, comoquiera que el demandante cuestiona la partición efectuada en la causa mortuoria de un hermano, para que se rehaga con reconocimiento de su alícuota en la misma, más el pago de frutos y perjuicios.

De modo que las pretensiones tienen indiscutible efecto en la órbita jurídico patrimonial de los sucesores del causante, no sobre el estado civil u otra situación extrapatrimonial. La sucesión tiene razón de ser para el derecho civil, en términos reales, cuando hay activos y pasivos para distribuir, vale decir, bienes y obligaciones en curso, que deben transferirse a los herederos, pues aquella ^ es un modo de adquirir el dominio (art. 673 del C.C.), y por eso, sin tales haberes a transmitir, esto es, sin bienes y obligaciones pendientes, en puridad, no tiene objeto una causa mortuoria. 

Y por supuesto que si la sucesión mortis causa tiene contenido patrimonial, por recaer sobre derechos y obligaciones de índole económica, esa naturaleza también es predicable para los procesos declarativos en que se discuta la participación sobre el acervo herencial Por tal razón la Corte, cuando ha estudiado la forma en que debe medirse el interés para recurrir en casación, respecto de procesos en que se debaten derechos sucesorales, ab intestato o testamentarios, ha sentado que, en últimas, se requiere cuantificar el valor del derecho reclamado por los interesados (CSJ AC, 7 de marzo de 1996, Rad. 5929, reiterado en AC de 11 de marzo de 2002, Rad. 2002-00013-01, 26 de octubre de 2007, Rad. 2007-01248-00, 20 de enero de 2010, Rad. 2009-02296-00 y AC1599 de 18 de marzo de 2016, Rad. 11001-02-03-000-2015-02814-00).

5. De ese marco jurídico aflora la inadmisibilidad de los argumentos esbozados por el quejoso, pues los datos que invoca carecen de idoneidad para conocer el quantum del interés para acceder al recurso de casación, en la medida en que postuló una pretensión sobre su derecho individual para recibir una cuota en la sucesión de su hermano, por transmisión del extinto padre común, esto es, que pidió para sí mismo un beneficio exclusivo, mas no para la herencia

como intenta hacer ver ahora, a más de que tampoco suministra elementos para tasar su aspiración en concreto.

Al respecto puede verse que en la demanda el recurrente pidió que se rehaga la partición en la sucesión ya referida, y se ordene a la demandada Ana Marcy Ramos, coheredera en esa mortuoria, restituirle lo que corresponde a él «como cuota hereditaria», y pagarle los frutos naturales y civiles respectivos «todo en relación con lo que cupiere en el derecho» que invoca; y frente a terceros adquirentes de algunos bienes solicitó también unos perjuicios para sí mismo, no para la sucesión. Formas de pedimento compatibles con aquellas en que el actor, verbi gratia, exige un derecho sobre un bien determinado que integra la masa sucesoral (cfr. Auto, 21 agost. 2013, radicación n° 41551-31-84-002-2006-00480-01), pide una cuota concreta de los activos (cfr. auto de 14 marzo 1996, expediente n° 5926), o persigue la ineficacia de la distribución realizada en las hijuelas (cfr. AC2140, 30 abril 2014, radicación n° 76001-3110-010-2008-00329-01).

Dicho de otra forma, el demandante invocó derechos de cuota sobre los bienes de la sucesión, frente a la demandada que se los hizo adjudicar en su totalidad, de manera que no hay discusión sobre inclusión o exclusión de activos ni de pasivos, a favor de todos los herederos o de la masa en su conjunto, sino en lo que se refiere a esa cuota, y es en ésta donde podría hallarse su afectación con la sentencia que busca cuestionar en casación.

6. Punto en que el recurrente se desentendió, por completo, de unas diligencias mínimas para la cuantificación real del interés económico que le permitiría acceder al recurso extraordinario, y eso pese a que la magistrada ponente del Tribunal fue más allá de lo preceptuado en el artículo 339 del Código General del Proceso, cuando dispuso que, previamente a resolver sobre la procedibilidad de la casación, dicho interesado allegara un dictamen pericial.

Porque, como se anotó, las reglas allí traídas prescriben una determinación inmediata del interés para recurrir «con los elementos de juicio que obren en el expediente», como quien dice, que estén presentes en el legajo, aunque el recurrente, si lo estima imperioso, pueda aportar un peritaje al interponer el extraordinario remedio, mas no por decreto oficioso del magistrado del Tribunal, quien tiene que decidir «de plano sobre la concesión», o en otros términos, sin más trámites.

De ahí que los argumentos del juzgador de segundo grado, cuando al fin decidió respecto del tema, así tengan imprecisiones o no se compartan del todo, se resisten frente a lo planteado por el quejoso, pues en un primer momento consideró que el litigio versaba sobre pretensiones esencialmente económicas; luego, tras los recursos de reposición y queja subsidiaria, en que se esbozaron razones económicas, tampoco pudo aquel dar con la valoración del

interés necesario para recurrir, pues cual fue apuntado en los antecedentes de esta providencia, ni sumando las pretensiones por frutos y perjuicios ($210*000.000), con los valores asignados en la partición cuestionada (activ o por $13*606.850 y pasivo de $17*500.000), más el valor de la eventual cuota reclamada ($293*671.800), halló el monto mínimo requerido en la ley, equivalente a mil salarios mínimos legales mensuales.

A propósito de esto último, el servidor judicial tomó la mitad del avalúo que hizo por $587*343.600, sin considerar como desmedro todo el valor del acervo sucesoral, por ser claro que el demandante reclamó una cuota, que a lo sumo sólo podría llegar hasta ese límite, argumento razonable en la medida en que, ya fue explicado, dicho interesado reclamó para sí mismo una porción de ese patrimonio herencial. 

7. Recapitulando, como no son de recibo las razones del recurso de queja sobre la falta del interés para recurrir en casación, este se declarará bien denegado. Costas para el recurrente, a términos del artículo 365, numeral 1, del Código General del Proceso.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, resuelve:

Primero: Declarar bien denegado el recurso de casación interpuesto dentro de este proceso.

Segundo: Condenar en costas del recurso de queja a la parte recurrente. Se fijan como agencias en derecho un millón de pesos ($l'000.000,oo), que se liquidarán conforme al art. 366 del CGP.

Notifíquese y en oportunidad devuélvase

AROLDO WILSON QUIROZ M
AC3809-2017

Radicación n° 11001 02 03 000 2017 00084 00
     (Aprobado en sesión de quince de febrero de dos mil diecisiete)
 Bogotá D. C., quince (15) de junio de dos mil diecisiete (2017). 

        La Corte procede a resolver el recurso de queja interpuesto por Yesid Sánchez Bermúdez, demandante, respecto de la providencia de veinticuatro (24) de octubre del dos mil dieciséis (2016), en virtud de la cual el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Tunja, Sala Civil - Familia, negó la concesión del recurso de casación por este formulado contra la sentencia proferida el treinta y uno (31) de agosto del año pasado, dentro del proceso ordinario adelantado a instancia del mismo contra Rosa Helena Sánchez Contreras y Marina Contreras. 

ANTECEDENTES

1. Del material allegado a esta Corporación puede inferirse que el demandante, aduciendo su calidad de heredero del finado Josué Sánchez Saavedra, reclamó de la judicatura que fuera declarado heredero de igual derecho frente a Rosa Helena Sánchez Contreras, y en tal condición recoger la mitad de la herencia dejada por su causante, por lo que solicita «se declare sin valor ni efecto la partición y adjudicación de bienes efectuada por la demandada…, ante la Notaría Primera del Circuito de Moniquirá y protocolizada por Escritura Pública No. 1440 de 10 de noviembre de 2004»; lo que se corresponde con la denominada acción de petición de herencia.  

Con respecto a Marina Contreras, quien era la cónyuge del extinto Josué Sánchez Saavedra, depreca que «se declare nulo de nulidad absoluta el acto de liquidación, partición y adjudicación de bienes de la sociedad conyugal celebrado, en vida, por el hoy causante señor JOSUÉ SÁNCHEZ SAAVEDRA, y la señora MARINA CONTRERAS, mediante escritura pública No.1722 de Agosto 26 del 2004, otorgada en la Notaría Segunda del Círculo de Tunja». Subsidiariamente imploró en primer orden que se declarase rescindida por lesión enorme y/o vicios del consentimiento el mencionado acto; y, en segundo lugar que existió fraude pauliano, en relación con el mismo acto.

Pretendiendo como consecuencia de las pretensiones recabadas que «se declare que el haber de los bienes de la sociedad conyugal y de la herencia queda integrada por los bienes existentes a la muerte del señor JOSUÉ SÁNCHEZ SAAVEDRA, sin consideración a los actos de disposición demandados». 

2. Manifestó, para ello, el actor, hoy recurrente en queja, que fue reconocido mediante sentencia judicial en firme como hijo extramatrimonial del señor Josué Sánchez Saavedra, y como tal tiene derecho a la herencia.

3. Que el causante falleció el día 25 del mes de septiembre del año 2004, teniendo como último domicilio el Municipio de Moniquirá.

        4. Que mediante escritura pública 1440 de noviembre de 2004, de la Notaría Primera de Moniquirá, se protocolizó la partición y adjudicación de bienes del mentado finado, donde se presentó como única heredera la hija Rosa Helena Sánchez Contreras.

5. El señor Josué Sánchez Saavedra para el año 2004 venía padeciendo de un cáncer terminal que le imposibilitaba física y síquicamente para tomar determinaciones conscientes de sus actos; empero, un mes antes de su fallecimiento, el 26 de agosto de 2004, aparece suscribiendo la escritura pública No. 1772, otorgada en la notaría antes dicha,  por la cual se disuelve y liquida la sociedad conyugal conformada con la señora Marina Contreras, a pesar que para esa fecha carecía de lucidez mental para expresar su voluntad e igualmente de aptitudes físicas para concurrir personalmente a la precitada Notaría, incluyéndose como únicos bienes que la conforma una casa, menaje doméstico, campero de placas BGS, 074 y una supuesta suma de $440.000.000.oo.    

6. En la anotada escritura de disolución y liquidación de la sociedad conyugal se adjudican al cónyuge Marina Contreras todos los bienes propios de Josué Sánchez Saavedra, más los reconocidos como del haber social.

7. Que en la referida escritura de liquidación se adjudicó supuestamente al señalado consorte Sánchez Saavedra una partida por valor de $258.270.000.oo, en compensación por sus gananciales, que nunca existió y menos le fue cancelada en contraprestación de sus gananciales y, por lo mismo, es simulada. Incluso, en el evento que se estime realmente asignada, la misma es inferior, en más de un cincuenta por ciento (50%), al valor comercial que para dicha fecha tenían los inmuebles adjudicados al cónyuge Marina Contreras. 

        8. Que la escritura de disolución y liquidación de la sociedad conyugal antes mencionada, se hizo de manera dolosa y como una manera de insolventar al presunto padre Josué Sánchez Saavedra y burlar, de esta manera, los derechos de su hijo Yesid Sánchez Bermúdez.

9. El proceso se tramitó con sujeción a las normas que regulan esta clase de conflictos y, en su momento, el a-quo puso fin a la instancia (sentencia de 31 de julio de 2013), habiendo acogido solamente la pretensión de petición de herencia, denegando la de nulidad, lesión enorme y fraude pauliano. 


Impugnado ese proveído por la parte demandante, sólo respecto a las pretensiones negadas, el Tribunal acusado, decidió confirmar el ordinal cuarto de la sentencia fechada 31 de julio de 2013.

10. La activa recurrió en casación, empero, el ad-quem, el veinticuatro (24) de octubre del dos mil dieciséis (2016), negó la concesión de la impugnación extraordinaria por cuanto no atendía al requisito del interés para recurrir. Impetrado el recurso de reposición, el colegiado de segunda instancia, al decidir, mantuvo la negativa y, como así lo había solicitado el accionante dispuso compulsar copias para acudir en queja ante esta Corporación. 

LOS FUNDAMENTOS DEL TRIBUNAL

1. El Juzgador de segundo grado, según lo consignado en la providencia adiada 11 de noviembre de 2016, que resuelve la impugnación horizontal, dista del criterio expuesto por el censor en el sentido de la procedencia del recurso de casación en atención a la cuantía para recurrir, que este último considera que viene dada «por la totalidad de los bienes que integran la universalidad jurídica que se pretende integrar y no por una fracción de ella».  

2. En efecto, para el ad-quem, al contrario de lo expuesto por el recurrente,  y a partir de la consideración de que la cuantía del interés para recurrir se estableció en atención de la decisión que le fue desfavorable al recurrente, agravió que estimó no asciende siquiera a $400.000.000, «equivalente a la cuota que le correspondería como hijo extramatrimonial; entonces no es plausible atender el valor de la totalidad de los bienes», mantuvo su negativa de conceder el recurso de apelación y ordenó la expedición de copias que en subsidio fuera solicitada para acudir en queja, trámite que se agotó a plenitud.

LA SUSTENTACIÓN DE LA QUEJA

El inconforme, como soporte de su reclamo, trajo a colación que los bienes objeto del litigio fueron avaluados dentro del proceso en la suma de $1.442.500.000.oo, y la colegiatura valoró que el interés del recurrente no superaría los $400.000.000, dado que la cónyuge supérstite tiene derecho, en concurrencia, con la otra hija.  

Arremete contra el fundamento basilar de la decisión negativa de conceder el recurso de casación, argumentando que «cuando se demanda la liquidación de la sociedad que hizo el causante con su esposa,  entre otras cosas por estimar que los bienes adjudicados a esta no hacen parte de dicha sociedad y que, y a partir de la muerte del cónyuge y apertura de la sucesión, se forma una universalidad jurídica de bienes y, en consecuencia, de lo que trata la acción, entre otros, es de la integración de la masa sucesoral, y que solo después de que se resuelva lo pertinente, podrá determinarse monto herencial de cualquier heredero», para concluir que «el interés está dado por la totalidad de los bienes que integran la universalidad jurídica que se pretende integrar y no por una fracción de ella». 

CONSIDERACIONES

1. Según lo contempla el artículo 352 del Código General del Proceso, «cuando se deniegue» el recurso de casación, procede el de queja para que «el superior« del funcionario renuente a acogerlo,  «lo conceda si fuere procedente».  
2. En esa dirección, del estudio de las actuaciones traídas a esta Corporación, desde ya, puede afirmarse que la decisión del Tribunal no estuvo correcta en la medida en que a pesar de tener clara cuál es la decisión desfavorable al actor, no acertó al momento de fijar su valor económico, y  previendo la existencia de otros interesados, tuvo en cuenta para esa determinación el valor de los bienes que fueron objeto de partición entre los cónyuges, pero lo  fraccionó, y concretó dicho interés en la cuota que le hubiese podido corresponder al reclamante como hijo extramatrimonial del causante, no avistando que se estaba en presencia de un pedimento con relación a una universalidad jurídica, valorando el interés en una suma «que no asciende siquiera a $400.000.000». 

3. Salta de bulto que el Tribunal no reparó, a efecto de establecer el interés para recurrir en casación, que la decisión desfavorable al actor vinculada a la no declaración de la nulidad, lesión enorme y fraude pauliano, del acto de liquidación y disolución de la sociedad conyugal, provenía de un heredero que reclama frente a una universalidad jurídica.   

Sobre este particular tema, la Corte en reiterada doctrina (auto CSJ AC, 26 oct. 2007, rad. 2007-01248, AC, 9 may. 2014, rad. 2010-00369-01, AC, 29 de may. 2003, expediente 2007-01530-00, Auto 8 de jun. 2010, expediente 2010-00602-00, entre otros) ha tenido la ocasión de precisar lo siguiente:

Tratándose de adjudicatarios inconformes de cara a un trabajo de partición aprobado mediante sentencia que es blanco de ataque, la Corte tiene explicado que “no es el valor total de la herencia ni el señalado en la demanda de partición el que determina la procedencia del recurso de casación, por razón de la cuantía, sino el derecho que a cada heredero o al cónyuge en particular les corresponda y, en últimas, la cuantía del derecho de la cuota desconocida a los unos o al otro, pues en esta se evidenciaría el agravio que la sentencia aprobatoria vendría a causar al heredero o al cónyuge, según el caso” (Auto Auto 149 de 27 de junio de 2006, expediente 2001-00460).

En cambio, frente a una universalidad jurídica, bien porque los bienes hayan revertido a la misma por la rescisión de la partición, ya por cualquier otra circunstancia, como la nulidad de un testamento, en fin, el interés se mide es por el valor de los bienes que la conforman…
 3. En consecuencia, si a través de la pretensión principal de nulidad absoluta del acto de disolución, liquidación y partición de bienes pretende el actor que el acervo de la sociedad conyugal y de la herencia quede integrado con el conjunto de bienes existentes a la muerte del causante Josué Sánchez Saavedra, se patentiza que el interés para recurrir inherente a la resolución desfavorable está representado por el valor de los bienes que conforman la universalidad jurídica, como lo ha adoctrinado esta Sala.    

4. En fin, si dentro del proceso y por conducto de experticia se fijó como valor total de los inmuebles en la suma de $1.442.500.000, resplandece con claridad que el interés para recurrir está muy por encima del valor mínimo exigido en el artículo 338 del Código General del Proceso (1000 smlmv), razón por la que se declarará mal denegado el recurso de casación.  

DECISIÓN


Por todo lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Decisión Civil, 

RESUELVE:

 
1. Declarar indebidamente denegado el recurso de casación formulado por la parte demandante contra la sentencia que finiquitó la segunda instancia, proferida por la Sala Civil del Tribunal Superior de Tunja, Sala Civil – Familia, dentro del proceso ordinario por aquella frente a  Rosa Helena Sánchez Contreras y Marina Contreras. 

        2. Conceder, consecuencialmente, el recurso extraordinario de casación que fuese impetrado por el demandante. 


 3.  Disponer que por Secretaría se remita la presente actuación al Tribunal de origen, para los efectos legales pertinentes, en particular, de ser necesario, lo previsto en el artículo 341 del C. G. del P., dejando las constancias del caso.

Notifíquese

LUIS ALONSO RICO PUERTA

Presidente de Sala

MARGARITA CABELLO BLANCO

ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO

AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO

ARIEL SALAZAR RAMÍREZ

LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA




LA PROVIDENCIA ANTERIOR 


SE NOTIFICA POR ESTADO DEL DÍA 








DIEGO ANDRÉS MORALES GÓMEZ


S E C R E T A R I O











� Folios 51 a 68, demanda instaurada por Juan Alberto Peláez Madrid. 


� Folios 51 a 68, demanda instaurada por Juan Alberto Peláez Madrid. 
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